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Por otra parte, en el proceso penal regulado en la Ley 906 de 2004, se contempla la figura del Ministerio Público como un sujeto que a pesar de no ser parte dentro de la actuación, tiene la potestad de intervenir en aquella como un órgano de control, y en concordancia con los mandatos del artículo 277 Constitucional, su labor consiste precisamente en la posibilidad de participar al interior de los procesos para preservar, entre otras cosas, la garantía de los derechos fundamentales de los sujetos procesales, sin embargo, su papel en ese tipo de diligencias es contingente, mas no obligatoria. 

A pesar de lo anterior, el parágrafo del artículo 109 del Código de Procedimiento Penal, señala expresamente que “…Para el cumplimiento de la función, los fiscales, jueces y la policía judicial enterarán oportunamente, por el medio más expedito, al Ministerio Público de las diligencias y actuaciones de su competencia.”, ello como una manifestación de la posibilidad que tiene esa Agencia especial de participar activamente dentro de las actuaciones, y controvertirlas, si es del caso. 

En ese orden de ideas, remitiéndonos a las diligencias que eventualmente podrían ser objeto de su mediación, se encuentran las relacionadas con las solicitudes de preclusión, según los parámetros de los artículos 294  y 333  de la Ley 906 de 2004, de los cuales se puede colegir la posibilidad de recurrir el auto que decreta la solicitud de preclusión, conforme al artículo 177 Ibídem. Desde ese punto de vista, es claro que la no obligatoriedad de la presencia y participación del Ministerio Público en el proceso, no se traduce en la posibilidad que tiene la judicatura de elegir si se ponen o no en conocimiento de aquel, las decisiones tomadas por parte suya. 

En este sentido, debe recordarse que el artículo 170 del Código de Procedimiento Penal señala que: “Cuando se convoque a la celebración de una audiencia o deba adelantarse un trámite especial, deberá citarse oportunamente a las partes, testigos, peritos y demás personas que deban intervenir en la actuación”, en cuyo defecto, deberá notificárseles de las disposiciones allí adoptadas a quienes tienen vocación de impugnar, entre las cuales se encuentra evidentemente el Agente del Ministerio Público, con el fin de que pueda controvertirlas, si así lo considera necesario.
(…)

Partiendo de lo dicho hasta ahora, no se requiere hacer un análisis más profundo respecto de la presente cuestión, pues como quiera que la omisión procesal en la cual incurrió el Despacho demandado quedó establecida en este trámite, considera la Colegiatura que lo correcto es corregir ese actuar a través de este mecanismo constitucional, para lo cual se habrá anular la ejecutoria de la decisión adoptada por el Juzgado Segundo penal del Circuito de Pereira el 18 de junio de 2018, mediante la cual decretó la preclusión de la investigación adelantada por el delito de homicidio culposo en contra de los señores María Juliana Rodríguez Mejía, Jesús Ariel Hinestroza Barrios, César Hernán Flórez Mejía, Pablo Hernán Hidalgo Álvarez y Fabio Alonso Cardona Castaño, ello para que se le realice al Ministerio Público la notificación de esa decisión, y de esta manera darle la oportunidad, si lo considera pertinente, y si es que se cumple con los requisitos para ello, interponer en su contra los respectivos recursos.  
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ASUNTO:
Procede la Sala a resolver lo que en derecho corresponda, con ocasión de la acción de tutela promovida por el señor PROCURADOR 290 JUDICIAL PENAL DE PEREIRA, Dr. JORGE ENRIQUE ÁLVAREZ MARÍN, quien propugna por los derechos fundamentales de la señora ANA CECILIA TREJOS CAÑAS, en contra del JUZGADO SEGUNDO PENAL DEL CIRCUITO DE PEREIRA, por la presunta vulneración de su derecho fundamental al debido proceso. 
ANTECEDENTES:
Los hechos narrados por el accionante en su escrito de tutela, están relacionados con una providencia judicial dictada por parte del Juzgado Segundo Penal del Circuito de Pereira, con ocasión de una solicitud de preclusión deprecada por parte de la Fiscalía 1º Seccional, Sub Unidad de Vida, también de esta ciudad, dentro del proceso penal radicado bajo el Nro. 660016000036-2009-01251, cuya investigación tuvo su origen con la muerte de la menor J.A.C.T, el 12 de marzo de 2009, al parecer por falla o negligencia médica del grupo de profesionales que en ese entonces la atendieron en el Hospital Universitario San Jorge de Pereira, por un cuadro inicial de apendicitis que degeneró en peritonitis. 

Según dichos del señor Procurador accionante, habiendo transcurrido 9 años desde la apertura de la investigación por el mencionado asunto, sin que en ese interregno se tomara algún tipo de decisión de fondo por parte de la FGN, el titular del Ente Acusador pidió la realización de una audiencia de solicitud preclusión por extinción de la acción penal, al haber operado el fenómeno de la prescripción, diligencia que fuera repartida por parte del Centro de Servicios Judiciales al Juzgado Segundo Penal del Circuito de Pereira, Despacho ante el cual se celebró la mentada audiencia el 14 de junio de 2014, vista a la cual el aquí accionante no pudo asistir, toda vez que debía atender simultáneamente otros asuntos de igual o mayor importancia, pero que de cualquier modo, no exigía para su normal desarrollo la asistencia del Ministerio Público, dado que no es obligatoria. 

Sin embargo, aquellos sujetos procesales que sí asistieron, concretamente el Fiscal peticionario y los abogados defensores de las personas procesadas, coincidieron, y así lo expusieron en esa oportunidad, en el hecho de que, en efecto, en el asunto había operado el fenómeno jurídico de la prescripción.  
La decisión que habría de adoptarse por el Juzgado quedó diferida para el día 18 de junio de 2018, fecha y hora que a la Agencia del Ministerio Público en momento alguno se le notificó, razón que por demás, justifica su inasistencia; tampoco acudió la víctima, ni su representante, pese a que éstos sí fueron llamados a concurrir a esa actuación.   

Una vez examinado el contenido de la solicitud por parte del Juzgado demandado, éste resolvió acceder a la petición incoada por la Fiscalía, decisión que dio origen al reproche anunciado en esta oportunidad por el libelista, al considerar que con aquella se incurrió en una vía de hecho que sólo es posible remediar en sede de tutela, teniendo en cuenta que ya hizo tránsito a cosa juzgada. 
Según el Dr. Álvarez Marín, para efectos de tomar la decisión de precluir por prescripción la acción penal en comento, se dejó de considerar por parte de la Togada, así como de la Fiscalía y los representantes de la Defensa, que los indiciados ostentaban la calidad de servidores públicos para el momento de los hechos, toda vez que pertenecían a la planta funcional de la E.S.E Hospital San Jorge de Pereira, Empresa Social del Estado que hace parte del sector departamental, independientemente del tipo de vinculación del personal médico o de enfermería, razón que conllevaba al incremento de la pena imponible en una tercera parte, de conformidad con los parámetros de la Ley 1474 de 2011, estableciéndose para el caso del homicidio culposo, según el artículo 83 del C. penal, la pena de 12 años.  
Con respecto a la procedencia de la acción de tutela para dirimir el asunto, explicó el accionante que en esta instancia ya no es posible el agotamiento de ninguna vía ordinaria, y que además de no haber podido recurrir en apelación la preclusión, por no haber sido citado a la audiencia de lectura de la decisión, tampoco se enmarca dicho asunto en alguna de las hipótesis contempladas en la ley para la acción de revisión. 
Así mismo, expuso que el requisito de inmediatez se encuentra acreditado, por cuanto lo que se cuestiona es un proveído dictado apenas el 18 de junio de 2018. 
Del mismo modo, afirmó el accionante que en las diligencias reprochadas se incurrió por parte de la Juez de conocimiento en una vía de hecho por defecto material o sustantivo, y un desconocimiento o violación directa a la Constitución Política, al haber desconocido el término legal previsto para la prescripción de la acción penal cuando se trata de servidores públicos. 

PRETENSIONES:
De conformidad con los hechos narrados en precedencia, solicitó el accionante que se conceda la solicitud de amparo constitucional deprecada, y en consecuencia, se anule la decisión mediante la cual el Juzgado Segundo Penal del Circuito de Pereira precluyó la referenciada actuación, para que en su lugar se continúe con el ejercicio de la acción penal, conminando a la Fiscalía para que investigue, y si es del caso, acuse a los presuntos autores responsables del hecho. 
TRÁMITE PROCESAL:
La presente acción de tutela se recibió en este Despacho el 26 de junio del año avante, fecha en la cual se avocó su conocimiento, y se ordenó correr traslado del escrito de tutela y sus anexos al Juzgado Segundo Penal del Circuito de Pereira, la Fiscalía 1º Seccional Sub Unidad de Vida, los señores María Juliana Rodríguez Mejía, Jesús Ariel Hinestroza Barrios, César Hernán Flórez Mejía, Pablo Hernán Hidalgo Álvarez, Fabio Alonso Cardona Castaño y los abogados Álvaro Trujillo Mejía, Jorge Isaac Velásquez Grisales y Rosario Inés Puerta Bula. Así mismo, se ordenó vincular a todos los demás sujetos intervinientes dentro de la actuación penal demandada. Finalmente, se requirió al Centro de Servicios Judiciales del SPA de Pereira para que allegara copia de los registros de audiencia obrantes con ocasión del mencionado proceso; y se solicitó a los accionados que allegaran en calidad de préstamo el expediente donde obraran las diligencias reprochadas. 

Durante el término de traslado, se recepcionaron las siguientes contestaciones: 
Dr. Álvaro Trujillo Mejía, apoderado de María Juliana Rodríguez Mejía, Jesús Ariel Hinestroza Barrios y César Hernán Flórez Mejía-: Del escrito presentado por dicho Letrado, se puede extraer como relevante su petición de despachar desfavorablemente las pretensiones reclamadas por el señor Procurador Judicial, por las siguientes razones: 1. porque en contra de la decisión de precluir la acción penal procedía el recurso de apelación, que no se interpuso; 2. porque tal decisión no fue tomada únicamente por el factor de prescripción, sino también por la falta de elementos materiales probatorios para imputar, llegándose a pensar incluso en la ausencia de responsabilidad de los procesados; 3. porque la tasación punitiva que se le debe imprimir a la conducta, no puede contemplar agravantes contenidos en disposiciones normativas posteriores al acaecimiento de los hechos. 
Dra. Rosario Puerta Bula, apoderada de Fabio Alonso Cardona Castaño: Básicamente expuso que su representado, para el momento de los hechos, no se encontraba vinculado a la ESE Hospital San Jorge, sino a la ESE Salud Pereira, bajo un contrato en la modalidad de prestación de servicios; por esta razón, no se enmarca dentro de los servidores públicos contemplados en el artículo 20 del C. Penal, porque: 1. no estaba vinculado bajo una relación legal y reglamentaria; 2. no ejercía funciones públicas.
Juzgado Segundo Penal del Circuito de Pereira: La titular del Despacho presentó un escrito mediante el cual expuso que la querella de amparo reclamada por el aquí accionante es un desacierto, puesto que pretende manifestar su inconformidad con una actuación que no debatió en el escenario procesal pertinente porque no se presentó a dicho acto. 

También resaltó que los jueces, bajo las premisas de legalidad y debido proceso, deciden de conformidad con los elementos probatorios obrantes en la actuación, así como de los argumentos expuestos en las vistas orales, pero no resolver sobre peticiones no formuladas o elementos no allegados, o partir de suposiciones favorables o desfavorables para los procesados o las víctimas, porque éstos tuvieron la oportunidad de hacer valer sus solicitudes en el término. Por tales razones, su actuar se restringió a resolver y decidir sobre lo demostrado por quienes sí quisieron intervenir; además, expresó que no puede la Procuraduría conceptuar sobre un asunto cuando el término para ese fin ya feneció.  

Así mismo, destacó que las afirmaciones del accionante son meras suposiciones, pues en momento alguno demostró el tipo de vinculación de los procesados a la Institución Médica, así como la naturaleza jurídica de esta última, y el régimen laboral que cobija a sus empleados, aspectos que debieron ser comprobados en el momento procesal oportuno; sin embargo, estimó la Togada que los procedimientos de los médicos son meramente operativos y no administrativos, como es propio de los servidores públicos. 

En ese orden de ideas, pidió que se niegue la acción de tutela, puesto que tanto el Agente del Ministerio Público, como las víctimas, fueron debidamente notificados, la solicitud se hizo en derecho, los elementos de prueba se allegaron en derecho, y por lo tanto, la decisión se tomó en derecho. 
Por último, puso en conocimiento de la Sala que el día 17 de junio de 2018, cuando se realizaban los escrutinios para la segunda vuelta presidencial, el Dr. Jorge Enrique Álvarez Marín le preguntó si había diligencias programadas para el día siguiente, a lo cual se le respondió que sí, que se encontraban dos lecturas de decisión de preclusión, las cuales se habían escuchado el jueves anterior, y a las cuales él no había asistido, pese a habérsele notificado. 
Fiscalía 1º Seccional de Vida de Pereira: El Representante de esa Oficina presentó un escrito mediante el cual le dio la razón al Procurador accionante, pues aseguró que no se auscultó por ninguno de los intervinientes, ni siquiera de parte suya, la calidad de servidores públicos que ostentaban los indiciados, por lo que el análisis propuesto por el aquí accionante, en representación de las víctimas, y de la misma sociedad, le ha hecho caer en cuenta de que el fenómeno de la prescripción no se haya satisfecho en el referenciado proceso penal. 

En ese sentido, expuso que el error humano en el cual se incurrió, debe ser remediado en esta instancia judicial.     
CONSIDERACIONES DE LA SALA:
1. Competencia: 

La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para decidir en primera instancia la presente acción, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y del Decreto 1983 de 2017. 

2. Problema jurídico: 

El problema jurídico del presente asunto gira en torno a establecer si al impartirle aprobación a la solicitud de preclusión deprecada por la FGN en el proceso penal referenciado atrás, incurrió el Juzgado Segundo Penal del Circuito de esta ciudad en una vía de hecho trasgresora de los derechos fundamentales de la víctima, que requiera para su corrección la intervención de este Juez constitucional. 
3. Solución:   

El amparo previsto en el artículo 86 Superior, como mecanismo procesal, tiene por objeto la eficaz, concreta e inmediata protección de los derechos constitucionales fundamentales en una determinada situación jurídica cuando éstos sean violados o se presente amenaza de conculcación o cuando se reclamen de manera concreta y específica, no obstante, en su formulación concurran otras hipótesis de reclamo de protección judicial de derechos de diversa naturaleza y categoría, caso en el cual prevalece la solicitud de tutela del derecho constitucional fundamental, y así debe proveer el Juez para lograr los fines que establece la Carta Política.

Es pertinente recordar que la acción constitucional tiene un propósito claro, que no es otro que brindar a la persona protección inmediata y subsidiaria para asegurar el respeto efectivo de los derechos fundamentales que se le reconocen; consiste en una decisión de inmediato cumplimiento, para que la persona respecto de quien se demostró que vulneró o amenazó conculcar derechos fundamentales, actúe o se abstenga de hacerlo; denota entonces la importancia que tiene la orden de protección para la eficacia del amparo, ya que sería inocuo que pese a demostrar el desconocimiento de un derecho fundamental, el Juez no adoptara las medidas necesarias para garantizar materialmente su goce.  
En el presente asunto, la acción constitucional va encaminada a atacar una decisión judicial por medio de la cual el Juzgado Segundo Penal del Circuito de esta ciudad, avaló una solicitud de preclusión deprecada por parte de la Fiscalía Primera Seccional, Sub Unidad de Vida, dentro del proceso que por homicidio culposo se tramitó en contra de los señores María Juliana Rodríguez Mejía, Jesús Ariel Hinestroza Barrios, César Hernán Flórez Mejía, Pablo Hernán Hidalgo Álvarez y Fabio Alonso Cardona Castaño. 
Así las cosas, es necesario indicar que la jurisprudencia constitucional ha establecido una serie de requisitos generales y otros de carácter específico, sin los cuales, la tutela contra laudo judicial deviene en improcedente:

Requisitos generales para la procedencia de las acciones de tutela en contra de providencias judiciales
: 

“a. Que la cuestión que se discuta resulte de evidente relevancia constitucional. Como ya se mencionó, el juez constitucional no puede entrar a estudiar cuestiones que no tienen una clara y marcada importancia constitucional so pena de involucrarse en asuntos que corresponde definir a otras jurisdicciones. (…)
 
b. Que se hayan agotado todos los medios -ordinarios y extraordinarios- de defensa judicial al alcance de la persona afectada, salvo que se trate de evitar la consumación de un perjuicio iusfundamental irremediable. De allí que sea un deber del actor desplegar todos los mecanismos judiciales ordinarios que el sistema jurídico le otorga para la defensa de sus derechos. (…) 
 
c. Que se cumpla el requisito de la inmediatez, es decir, que la tutela se hubiere interpuesto en un término razonable y proporcionado a partir del hecho que originó la vulneración.  (…)
 
d. Cuando se trate de una irregularidad procesal, debe quedar claro que la misma tiene un efecto decisivo o determinante en la sentencia que se impugna y que afecta los derechos fundamentales de la parte actora.  (…)
 
e. Que la parte actora identifique de manera razonable tanto los hechos que generaron la vulneración como los derechos vulnerados y que hubiere alegado tal vulneración en el proceso judicial siempre que esto hubiere sido posible.  (…)
 
f. Que no se trate de sentencias de tutela.  (…)”
Aterrizando los requisitos decantados al asunto que nos concita, se resalta que una de las causales que permiten la eventual intervención del Juez constitucional para cuestionar una decisión judicial, es precisamente la observancia de algún error que, aunque de índole procedimental, pueda tener injerencia en dicha determinación. En ese sentido, debe recordarse que el artículo 29 Superior consagra el debido proceso como un derecho de rango fundamental, el cual debe garantizarse en el trámite de todas las actuaciones judiciales y administrativas, en aras de garantizarle las partes involucradas la oportunidad de ser oídos, de presentar pruebas y controvertir las existentes, tener pleno conocimiento de cada una de las etapas y términos que se tienen para el desarrollo de la actuación, y los recursos que proceden contra las decisiones de la administración, así como el tiempo que se tiene para interponerlos. 
De igual manera, es importante recordar que el principio de publicidad se encuentra inescindiblemente ligado con las bases estructurales del debido proceso, y que éste se materializa con la notificación de todas las decisiones adoptadas en los distintos escenarios judiciales. Al respecto, expuso la Corte Constitucional en Auto 065 de 2013: 

“2.1. La notificación es el acto material de comunicación mediante el cual se da a conocer a las partes o terceros las decisiones proferidas por las autoridades públicas, en ejercicio de sus atribuciones constitucionales y legales. De esta manera, las notificaciones permiten que materialmente sea posible que los interesados hagan valer sus derechos, oponiéndose a los actos de la contraparte o impugnando las decisiones de la autoridad competente [2].

La Corte Constitucional ha precisado que la notificación no es un acto meramente formal o de trámite, ya que a través de ella se desarrolla el principio de publicidad de las actuaciones públicas (artículo 228 superior) y se garantizan los derechos fundamentales al debido proceso (contradicción y defensa) y al acceso a la administración de justicia, consagrados en los artículos 29 y 229 de la Constitución Política, respectivamente. Al respecto, en Auto 091 de 2002, indicó:

“De esta manera, el acto procesal de notificación responde al principio constitucional de publicidad de las actuaciones públicas, mediante el cual se propende por la prevalencia de los derechos fundamentales al debido proceso y al acceso a la administración de justicia (artículos 29 y 229 de la Constitución Política), dado que se garantiza el ejercicio de los derechos de defensa, de contradicción y de impugnación previstos en el ordenamiento jurídico.

De suerte que, la notificación del inicio y de las distintas actuaciones efectuadas en desarrollo de un proceso, permiten hacer valederos los derechos procesales constitucionales de los asociados, ya que faculta a las partes y a los intervinientes tanto para oponerse a los actos de la contraparte como para impugnar las decisiones adoptados por la autoridad competente dentro de los términos previstos en la ley.”
Por otra parte, en el proceso penal regulado en la Ley 906 de 2004, se contempla la figura del Ministerio Público como un sujeto que a pesar de no ser parte dentro de la actuación, tiene la potestad de intervenir en aquella como un órgano de control, y en concordancia con los mandatos del artículo 277 Constitucional, su labor consiste precisamente en la posibilidad de participar al interior de los procesos para preservar, entre otras cosas, la garantía de los derechos fundamentales de los sujetos procesales, sin embargo, su papel en ese tipo de diligencias es contingente, mas no obligatoria. 
A pesar de lo anterior, el parágrafo del artículo 109 del Código de Procedimiento Penal, señala expresamente que “…Para el cumplimiento de la función, los fiscales, jueces y la policía judicial enterarán oportunamente, por el medio más expedito, al Ministerio Público de las diligencias y actuaciones de su competencia.”, ello como una manifestación de la posibilidad que tiene esa Agencia especial de participar activamente dentro de las actuaciones, y controvertirlas, si es del caso. 
En ese orden de ideas, remitiéndonos a las diligencias que eventualmente podrían ser objeto de su mediación, se encuentran las relacionadas con las solicitudes de preclusión, según los parámetros de los artículos 294
 y 333
 de la Ley 906 de 2004, de los cuales se puede colegir la posibilidad de recurrir el auto que decreta la solicitud de preclusión, conforme al artículo 177
 Ibídem. Desde ese punto de vista, es claro que la no obligatoriedad de la presencia y participación del Ministerio Público en el proceso, no se traduce en la posibilidad que tiene la judicatura de elegir si se ponen o no en conocimiento de aquel, las decisiones tomadas por parte suya. 
En este sentido, debe recordarse que el artículo 170 del Código de Procedimiento Penal señala que: “Cuando se convoque a la celebración de una audiencia o deba adelantarse un trámite especial, deberá citarse oportunamente a las partes, testigos, peritos y demás personas que deban intervenir en la actuación”, en cuyo defecto, deberá notificárseles de las disposiciones allí adoptadas a quienes tienen vocación de impugnar, entre las cuales se encuentra evidentemente el Agente del Ministerio Público, con el fin de que pueda controvertirlas, si así lo considera necesario. 
En el caso que nos ocupa, y de conformidad con la información obrante en el expediente, considera esta Colegiatura que más allá de hacer cualquier pronunciamiento acerca del fondo de la decisión tomada por el Despacho accionado, y los argumentos que fueron tenidos en cuenta para su proferimiento, se cometió un yerro en el momento de realizar la notificación para la citación a la audiencia de lectura de decisión de preclusión, toda vez que tal vista pública fue celebrada sin que de aquella se le pusiera al tanto al señor Procurador Jorge Enrique Álvarez Marín, pues no existe constancia alguna que así lo permita inferir, y a ello se suma su afirmación en ese sentido.  
Para corroborar lo anterior, debe decirse que en la respuesta que a la presente acción se diera por parte de la Señora Jueza Segunda Penal del Circuito, sólo se dieron explicaciones relacionadas con la audiencia de solicitud de preclusión celebrada el 14 de junio del año que avanza y sus respectivas citaciones, así como de la no comparecencia voluntaria del Dr. Álvarez Marín; sin embargo, nada se argumentó respecto de la notificación a la audiencia realizada el día 18 de junio de 2018, mediante la cual se adoptó por parte de esa judicatura la decisión definitiva, en contra de la cual procedía el recurso de apelación. 
Al respecto, debe decirse que a pesar de lo dicho por la Togada accionada, en el sentido de haberle comunicado informalmente de dichas diligencias al Agente del Ministerio Público, cuando coincidieron en los escrutinios realizados en la segunda vuelta presidencial, debe decirse que evidentemente tal forma de información no resulta ser el más idóneo, ni mucho menos un medio de notificación oficial para los fines legales; más allá de eso, como ya se indicó, no existe constancia alguna de la notificación que de dicha diligencia se le hiciera a la Procuraduría.
Lo dicho atrás permite concluir que con la ausencia de notificación en que incurrió el Juzgado Segundo Penal del Circuito, se transgredieron las bases estructurales del debido proceso, al haberse adoptado una decisión definitiva, que hizo tránsito a cosa juzgada, sin que en contra de la misma, una persona legalmente legitimada para hacerlo, como es el Ministerio Público, pudiera instaurar el recurso de apelación. 
Para muestra de ello, vale la pena hacer alusión a lo dicho por la Corte Suprema de Justicia en Sala de Casación Penal, al establecer los parámetros que deben ser tenidos en cuenta por parte del Juez en aquellos eventos en que uno de los sujetos procesales deja de asistir a la audiencia, bien sea por ausencia justificada, o porque no se le puso en conocimiento oportuno de la citación a tal diligencia, así concretamente en la sentencia de Casación Rad. 38.975, M.P José Luis Barceló Camacho, se dijo: “…3. Con ese entendimiento, que surge de los mandatos señalados, se tiene que las reglas del artículo 169 procesal de tener por notificada en estrados la decisión, parten de la exigencia necesaria de la citación oportuna y de que la parte pudiese ejercer su voluntad de asistir o no. Tanto ello es así, que la norma y la jurisprudencia reseñada admiten la posibilidad de que la decisión no se tenga por notificada cuando el sujeto procesal justifique su ausencia por caso fortuito o fuerza mayor”.
Partiendo de lo dicho hasta ahora, no se requiere hacer un análisis más profundo respecto de la presente cuestión, pues como quiera que la omisión procesal en la cual incurrió el Despacho demandado quedó establecida en este trámite, considera la Colegiatura que lo correcto es corregir ese actuar a través de este mecanismo constitucional, para lo cual se habrá anular la ejecutoria de la decisión adoptada por el Juzgado Segundo penal del Circuito de Pereira el 18 de junio de 2018, mediante la cual decretó la preclusión de la investigación adelantada por el delito de homicidio culposo en contra de los señores María Juliana Rodríguez Mejía, Jesús Ariel Hinestroza Barrios, César Hernán Flórez Mejía, Pablo Hernán Hidalgo Álvarez y Fabio Alonso Cardona Castaño, ello para que se le realice al Ministerio Público la notificación de esa decisión, y de esta manera darle la oportunidad, si lo considera pertinente, y si es que se cumple con los requisitos para ello, interponer en su contra los respectivos recursos. 
Por último, advertirá esta Colegiatura que no se realizará ningún tipo de pronunciamiento respecto del trasfondo de la decisión tomada por el Juzgado al resolver sobre la solicitud de preclusión deprecada por la Fiscalía, ello por varias razones: 1. Porque el hecho de revivir los términos de ejecutoria de esa disposición, permiten agotar a través de la vía ordinaria el análisis propuesto por el accionante, escenario que a todas luces resulta ser el idóneo para resolver el conflicto, y además permite impedir la realización de prejuzgamientos que en el futuro se tornarían en un impedimento para desatar una eventual alzada en contra de aquella decisión; 2. En virtud del principio del Juez natural, por ser un asunto del resorte penal, y no de rango constitucional; 3. Porque para su resolución se requiere un análisis reglamentario amplio que, se reitera, escapa de la órbita de intervención del juez de tutela; 4. Porque si bien se detectó una irregularidad procesal que incidió en la posibilidad de ser controvertida, no se percibió en este asunto alguna causal que de manera anticipada y prematura tache o desvirtúe los argumentos utilizados por la Juez de la causa en el momento de proferir la decisión, pues ninguna vía de hecho que ataque de forma directa el contenido de la disposición en sí se vislumbró en este asunto.   

De acuerdo a lo expuesto, se le impondrá al Juzgado accionado el deber de comunicar por el medio más expedito al representante del Ministerio Público de la decisión objeto de querella de amparo judicial, especificándole el término que tiene para interponer los recursos del caso en su contra, en el evento de que esa sea la intención de dicho Agente. 

En caso de que el señor Procurador Judicial interponga algún recurso, el Despacho deberá convocar a la mayor brevedad posible una audiencia a fin que se surta la sustentación de las mismas, si partimos de la base que la providencia que ordena la preclusión es un auto interlocutorio, respecto del cual, en caso de que se interpongan recursos, los mismos deben ser sustentados oralmente en audiencia, como bien lo ordena el artículo 178 del Código de Procedimiento Penal. 
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad conferida en la ley,

RESUELVE:

PRIMERO: TUTELAR el derecho fundamental al debido proceso del señor PROCURADOR JUDICIAL PENAL 290 DE PEREIRA, Dr. JORGE ENRIQUE ÁLVAREZ MARÍN, vulnerado por parte del JUZGADO SEGUNDO PENAL DEL CIRCUITO DE PEREIRA, ello conforme lo manifestado en la parte motiva de la presente providencia.

SEGUNDO: ANULAR LA EJECUTORIA de la decisión adoptada por el Juzgado Segundo penal del Circuito de Pereira el 18 de junio de 2018, mediante la cual decretó la preclusión de la investigación adelantada por el delito de homicidio culposo en contra de los señores María Juliana Rodríguez Mejía, Jesús Ariel Hinestroza Barrios, César Hernán Flórez Mejía, Pablo Hernán Hidalgo Álvarez y Fabio Alonso Cardona Castaño, ello para que se le realice al Ministerio Público la notificación de esa decisión, de conformidad con los lineamientos expuestos en la parte motiva de la presente decisión. 
TERCERO: Se ordena notificar esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991. En caso de no ser objeto de recurso se ordena remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

� Corte Constitucional, Sentencia T-060 de 2016 (reiteración jurisprudencial”


� “…Vencido el plazo, si la situación permanece sin definición el imputado quedará en libertad inmediata, y la defensa o el Ministerio Público solicitarán la preclusión al Juez de Conocimiento.”


� “…Acto seguido se conferirá el uso de la palabra a la víctima, al agente del Ministerio Público y al defensor del imputado, en el evento en que quisieren oponerse a la petición del fiscal.”


� “…La apelación se concederá… en el efecto suspensivo… 2. El auto que decreta o rechaza la solicitud de preclusión.”
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